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TOMO CXXXIII             Núm. 78   Zacatecas, Zac., sábado 30 de septiembre de 2023 

S U P L E M E N T O  

12 AL No. 78 DEL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO 
CORRESPONDIENTE AL DÍA 30 DE SEPTIEMBRE DE 2023 

G OB IE RN O  D EL ES TAD O  DE ZA CA TE CAS  

DECRETO No. 312.-  Se reforma la Ley del Cambio Climático para el Estado y 
Municipios de Zacatecas. 
 

DECRETO No. 317.- Se reforma el artículo tercero del Decreto 216, publicado en 
el suplemento 3 al 3 del Periódico Oficial, Órgano del 
Gobierno del Estado, el día 10 de enero de 2018. 
 

DECRETO No. 319.- Se reforma la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano del Estado de Zacatecas 
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DAVID MONREAL ÁVILA, Gobernador del Estado de Zacatecas, a sus habitantes hago saber: 
 
Que los DIPUTADOS SECRETARIOS de la Honorable Sexagésima Cuarta Legislatura del Estado, 
se han servido dirigirme el siguiente: 
 

DECRETO # 319 
 
LA HONORABLE SEXAGÉSIMA CUARTA LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
ZACATECAS, EN NOMBRE DEL PUEBLO, DECRETA 
 

RESULTANDOS: 
 
PRIMERO. En sesión ordinaria celebrada el 9 de agosto de 2022, se dio lectura a la iniciativa, misma 
que fue presentada por las Diputadas Maribel Galván Jiménez, Zulema Yunuén Santacruz Márquez, 
Imelda Mauricio Esparza, Susana Andrea Barragán Espinosa, Georgia Fernanda Miranda Herrera, 
Violeta Cerrillo Ortiz, Roxana del Refugio Muñoz González y Analí Infante Morales. 
 
SEGUNDO. En esa misma fecha, por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva, la iniciativa en 
referencia fue turnada mediante memorándum #0607 a las Comisiones de Puntos Constitucionales y 
de Parlamento Abierto, para su estudio y dictamen correspondiente. 
 
Las iniciantes sustentaron su iniciativa en lo siguiente: 
 

“ANTECEDENTES: 
 
El 20 de octubre de 2017, los entonces nueve Partidos Políticos 
Nacionales (Partido  Acción  Nacional,  Partido  Revolucionario  
Institucional,  Partido  de la Revolución  Democrática,  Partido  del  
Trabajo,  Partido  Verde  Ecologista de México, Partido  Movimiento  
Ciudadano,  Partido  Nueva  Alianza,  Morena y el Partido Encuentro  
Social)  firmaron  cinco  compromisos  en  adhesión  a la campaña 
HeForShe, promovida por ONU Mujeres, a saber: 
 
1) Garantizar que las plataformas de los partidos políticos 
en el Proceso Electoral de 2017-2018 promuevan los derechos 
humanos de las mujeres reconocidos en los tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano es parte. 
 
2) Capacitar a todas las candidatas y candidatos en 
materia de género, igualdad sustantiva entre hombres y mujeres y no 
discriminación. 

 
3) Garantizar la paridad de género en la integración de sus 
órganos directivos partidistas. 

 
4) Implementar un protocolo de prevención, atención, 
sanción y reparación del daño en el caso de violencia contra las 
mujeres, al interior del partido político. 

 
5) En relación con la publicidad, propaganda política y 
electoral, así como las campañas, garantizar y verificar que: a) Las 
candidatas mujeres tengan acceso a los recursos en igualdad de 
circunstancias que los candidatos hombres. b) Las campañas 
electorales de las y los candidatos no reproduzcan estereotipos de 
género. 
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El 13 de abril de 2020 se publicó un decreto de reforma en materia 
de violencia política contra las mujeres en razón de género el que 
se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General 
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley 
General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General 
en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. Dentro de dichas reformas se previeron 
diversas disposiciones que tienen impacto sobre el 
funcionamiento y atribuciones del Instituto Nacional Electoral. 
Por otra parte, el 08 de julio de ese mismo año tuvo lugar la reforma 
al Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral, mediante 
Acuerdo INE/CG163/2020, el Consejo aprobó la reforma con el objetivo 
de dotar de facultades a las diversas áreas y órganos del Instituto para 
facilitar el cumplimiento de sus funciones derivado de reformas a 
leyes generales en temas como el de la violencia política  contra  las  
mujeres  en  razón  de género. 
 
El 19 de octubre del 2020, la Cámara de Diputados y 
Diputadas y Las Constituyentes CDMX dirigieron a la Comisión de 
Igualdad de Género y No Discriminación del INE un escrito signado 
por diversas legisladoras del ámbito federal, local, regidoras, 
organizaciones feministas, activistas de derechos humanos y 
ciudadanas de las entidades federativas del país para solicitar la 
inclusión de un mecanismo que vele por la implementación de la 
propuesta 3 de 3 contra la violencia, consistente en que las y los 
aspirantes a una candidatura no se encuentren en ninguno de 
los supuestos a continuación referidos: 
 
1. No contar con antecedentes de denuncia, 
investigación y/o procesamiento y en su caso no  haber  sido  condenado  
o  sancionado mediante Resolución firme  por  violencia  familiar  y/o  
doméstica,  o cualquier agresión de género en el ámbito privado o público. 
 
2. No contar con antecedentes de denuncia, 
investigación y/o procesamiento y en su caso no haber  sido  condenado,  
o  sancionado mediante Resolución firme por delitos sexuales, contra 
la libertad sexual o la intimidad corporal y; 

 
3. No estar inscrito o tener registro vigente como 
persona deudora alimentaria morosa que atente contra las obligaciones 
alimentarias, salvo que acredite estar al corriente del pago o que 
cancele en su totalidad la deuda ante las instancias que así 
correspondan. 

 
En el escrito se establece que si bien en esta etapa este 

mecanismo sería adoptado por propia voluntad por quienes 
aspiran una candidatura y bajo protesta de decir verdad para 
demostrar su compromiso por erradicar la violencia, su 
implementación por parte del Instituto Nacional Electoral brindaría 
mayores garantías para erradicar cualquier tipo y modalidad de 
violencia contra las mujeres en razón de género y, con ello, que los 
Organismos Públicos Locales Electorales podrían replicar lo 
propio en el ámbito local; logrando con ello un marco normativo 
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progresista a favor de los derechos políticos y electorales, en 
específico, en lo referente a la violencia política contra las mujeres 
en razón de género en cualquier momento que esta ocurra. 
Elevando los estándares de la ética y responsabilidad pública, 
así como la generación de criterios de exigencia ciudadana hacia 
las autoridades, fortaleciendo con ello la consolidación de una 
cultura democrática y libre de todo tipo de violencia. 

 

El pasado 28 de octubre de 2020, el Consejo General aprobó el 
Acuerdo INE/CG517/2020, por medio del cual se emitieron los 
"Lineamientos para que los Partidos Políticos Nacionales y, en su 
caso, los partidos políticos locales, prevengan, atiendan, 
sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las 
mujeres en razón de género". Como parte de estos Lineamientos 
se incluyó un criterio denominado "3 de 3 contra la Violencia" el 
cual tiene por objeto brindar mayores garantías para erradicar 
cualquier tipo y modalidad de violencia contra las mujeres en razón 
de género y, con ello, lograr un marco normativo progresista en 
favor de los derechos políticos y electorales, en específico, en lo 
referente a la violencia política contra las mujeres en razón de 
género, fortaleciendo con esto la consolidación de una cultura 
democrática. 

El criterio denominado "3 de 3 contra la violencia"  implica  que 
solamente las personas que hayan sido condenadas o sancionadas  
por cometer las señaladas conductas no podrán suscribirlo. 

Además, debe tenerse en cuenta que esta medida 3 de 3 
contra la violencia está diseñada para tenerse por cumplida a 
través de la presentación de un escrito firmado bajo protesta 
de decir verdad y de buena fe, por la persona aspirante a una 
candidatura a un  cargo  de elección popular; esto es, tiene 
connotaciones de expresión de buena fe de la persona ciudadana 
de cumplir con dicha condicionante (no contar con antecedentes 
ni registros de condena por conductas infractoras de violencia 
familiar y/o doméstica, delitos sexuales y/o morosidad 
alimentaria). Sin que conlleve una investigación oficiosa que deba 
realizar el partido político y, por ello, tampoco tiene implicación de 
estigmatización, pues el análisis del cumplimiento de la 
condicionante tiene por origen la propia manifestación de la 
persona ciudadana que aspira a ser postulada a una candidatura 
a cargo de elección popular de  cumplir  con  tal situación. 

El 18 de noviembre de 2020, fue aprobado el Acuerdo 
INE/CG572/2020 por el que se establecieron los criterios aplicables 
para el registro de candidaturas a Diputaciones por ambos 
principios que presenten los Partidos Políticos Nacionales y, en su 
caso, las Coaliciones ante  los Consejos del Instituto, para el 
Proceso Electoral Federal 2020-2021. El punto TERCERO del 
Acuerdo en mención estableció que las solicitudes de registro 
debían acompañarse entre otros requisitos de una carta firmada, 
de buena fe y bajo protesta de decir verdad donde se establezca I. 
No haber sido persona condenada, o sancionada mediante 
Resolución firme por violencia familiar y/o doméstica, o cualquier 
agresión de género en el ámbito privado o público; II. No haber sido 
persona condenada, o sancionada mediante Resolución firme por 
delitos sexuales, contra la libertad sexual o la intimidad corporal y 
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III. No haber sido persona condenada o sancionada mediante 
Resolución firme como deudor alimentario moroso que atenten 
contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite estar al 
corriente del pago o que cancele en su totalidad la deuda, y 
que no cuente con registro vigente en algún padrón de deudores 
alimentarios. 

En sesión de Consejo General del 7 de diciembre de 2020, en 
relación con la inclusión de la iniciativa 3 de 3  contra  la  Violencia  en  
la  Convocatoria para la selección y designación de la Consejera o 
Consejero Presidente del Órgano Político Local  (OPL)  de  Chihuahua,  
se  señaló  que  el  Consejo General realizaría los ajustes y 
modificaciones necesarias para, en general, precisar los términos y 
hacer operativa dicha norma y su propósito. Así, también, es con base 
en ello que se emiten los formatos no solo para candidaturas 
partidistas e independientes sino para quienes  pretendan ocupar un 
cargo en el máximo órgano de los  OPL  y  algún  cargo  en  el Servicio 
Profesional Electoral Nacional (SPEN). 

El quince de diciembre de dos mil veinte fue aprobado el Acuerdo 
INE/CG688/2020 por el que se modifica la base novena de la 
Convocatoria a la ciudadanía con interés en postularse como 
candidatas o candidatos independientes a Diputaciones Federales 
por el principio de mayoría relativa para el Proceso Electoral 
Federal 2020-2021 para que las candidaturas independientes 
presentaran con su solicitud de registro el original del formato que 
aprobará la Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación 
respecto al tema relacionado con el "3 de 3 contra la violencia", así 
como los Lineamientos para la verificación del cumplimiento del 
porcentaje de apoyo de la ciudadanía inscrita en la lista nominal de 
electores que se requiere para el registro de dichas 
candidaturas, aprobados mediante Acuerdo INE/CG551/2020. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
 

La violencia contra la mujer es un grave problema que aqueja a nuestro país y del cual 
todos los actores políticos son responsables, en cuanto a que deben abstenerse de 
ejercerla, pero también están obligados a realizar acciones que erradiquen esta práctica. 
 
Así lo consignan diversas normas nacionales e internacionales: 
 
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, "Convención de Belém do Pará", reconoce que la violencia contra la mujer 
constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 
limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos 
y libertades. 
 
En el artículo primero se define la violencia contra la mujer de la siguiente manera: 
 
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer 
cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. 
 
Por otra parte, en el artículo 7 de este mismo instrumento, se establece: 
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Los Estados Partes condenan todas las formas de  violencia contra la mujer y convienen 
en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 
 
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como 
las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del 
caso; 
 
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el párrafo tercero del 
artículo 1º dispone: 
 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,  tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
 
En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 
 
La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en el artículo 
2º contempla: 
 
La Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el 
ámbito de sus respectivas competencias expedirán las normas legales y tomarán las 
medidas presupuestales y administrativas correspondientes, para garantizar el derecho 
de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los Tratados 
Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las Mujeres, ratificados por el 
Estado mexicano. 
 
A nivel estatal, también hay un marco jurídico que pone de manifiesto la obligación de 
las autoridades a garantizar derechos humanos: 
 
La Constitución del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, en el párrafo tercero del 
artículo 26 establece: 
 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente social que le permita vivir en paz y en 
armonía con todos los demás seres humanos. Cualquier forma de violencia es destructiva 
y atenta contra el desarrollo humano integral y la dignidad de la persona. 
Por otra parte, el artículo 21 dispone: 
 
En el Estado de Zacatecas todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados 
Internacionales de los cuales el Estado Mexicano sea parte, y los señalados en esta 
Constitución y las leyes que de ella emanen, así como de las garantías para su protección 
cuya vigencia no podrá suspenderse ni restringirse sino en los casos y mediante los 
procedimientos que los respectivos ordenamientos determinen. 
 
En atención a los mandatos de las normas antes citadas y en estricto apego al contenido 
del artículo 3º de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 
Estado de Zacatecas, que en la fracción XI ordena: 
 
Los objetivos de la presente Ley son: 
 
XI. Promover reformas legales, institucionales y administrativas, para garantizar el 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 
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Ahora bien, el objeto de estudio en el que se centra esta iniciativa es que los actores 
políticos que habrán de representar a los gobernados en puestos de elección popular 
no sean ellos mismos generadores de violencia, pues es indispensable que quienes 
encabezan los esfuerzos para erradicar la violencia contra las mujeres, sean al 
mismo tiempo promotores desde su vida pública y privada de los derechos  de  las 
mujeres, lo que corresponde a un acto de absoluta congruencia con lo que se dice y con 
lo que se hace, es por ello, que resulta relevante que este sea un requisito de elegibilidad, 
tanto de diputadas, diputados, gobernador o gobernadora, así como presidente o 
presidente municipal y de regidoras y regidores. 
 
Aprobar una reforma  de  esta  naturaleza  resulta  una  actitud  de compromiso para la 
defensa, la promoción, el respeto y la garantía a los derechos de las mujeres para continuar 
con el fortalecimiento del marco normativo que abone a la erradicación de la violencia 
contra las mujeres. 
 
Añadir estos requisitos de elegibilidad no riñe con el marco normativo nacional, al contrario, evita que 
personas no idóneas lleguen a ocupar  cargos en los que podrían seguir ejerciendo violencias contra 
las mujeres, el que los funcionarios de elección popular se comprometan a respetar los derechos de 
las mujeres de ninguna manera puede entrar en conflicto con sus propios derechos políticos, ya que  
las  y  los  representantes  populares son los primeros en protestar que  cumplirán  y  harán  cumplir  
la Constitución y las leyes que de ella emanen, por lo que es lógico que sean personas que se 
encuentren libres de estos obstáculos para representar lo que los mexicanos y mexicanas deseamos: 
un país libre de violencia.” 
 

CONSIDERANDOS: 
 
PRIMERO. COMPETENCIA. Las Comisiones Legislativas de Puntos Constitucionales y de Parlamento 
Abierto son competentes para estudiar, analizar y emitir el correspondiente dictamen, de conformidad 
con lo que establecen los artículos 65, fracción II, 164 y 165 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Zacatecas; 130, 131 fracciones XXII y XXIV, 132 fracciones I, IV y V, 155  y 157 fracción 
I de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Zacatecas. 
 
SEGUNDO. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA “3 DE 3 CONTRA LA VIOLENCIA”. Tal como lo 
señalan las diputadas iniciantes en su exposición de motivos, la propuesta “3 de 3 contra la violencia” 
tiene su origen en la sociedad civil, específicamente en la agenda de un movimiento feminista con el 
objetivo de prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres por razones de 
género, que igualmente encuentra antecedentes en la campaña internacional HeForShe, promovida 
por ONU Mujeres, a través de la cual los partidos políticos nacionales con registro vigente en el año 
2017, signaron una serie de compromisos para promover la igualdad sustantiva para las mujeres, así 
como para la prevención, atención, sanción y reparación del daño en el caso de violencia contra las 
mujeres. 
 
Como bien se señala en el cuerpo de la iniciativa, el 19 de octubre de 2020, la Cámara de Diputados 
y Diputadas y Las Constituyentes CDMX dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género y No 
Discriminación del Instituto Nacional Electoral un escrito signado por diversas legisladoras del ámbito 
federal, local, regidoras, organizaciones feministas, activistas de derechos humanos y ciudadanas de 
las entidades federativas del país para solicitar la inclusión de un mecanismo que vele por la 
implementación de la propuesta 3 de 3 contra la violencia. 
 
Derivado de lo anterior, desde el proceso electoral 2020-2021, el Instituto Nacional Electoral, emitió 
diversos acuerdos en los que se contemplaba el mecanismo antes mencionado, como lo fueron el 
acuerdo INE/CG517/2020, por medio del cual se emitieron los "Lineamientos para que los Partidos 
Políticos Nacionales y, en su caso, los partidos políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, 
reparen y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de género"; el acuerdo 
INE/CG572/2020 por el que se establecieron los criterios aplicables para el registro de candidaturas a 
Diputaciones por ambos principios que presenten los Partidos Políticos Nacionales y, en su caso, las 
Coaliciones ante los Consejos del Instituto, para el Proceso Electoral Federal 2020-2021; y el acuerdo  
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INE/CG691/2020 del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban los 
modelos de formatos "3 de 3 contra la violencia" a efecto de prevenir, atender, sancionar y erradicar la 
violencia política contra las mujeres en razón de género. 
 
A través de estos actos, se estableció un mecanismo consistente en la firma de formatos emitidos por 
el Instituto Nacional Electoral, en los cuales las y los aspirantes a una candidatura manifiestan bajo 
protesta de decir verdad, que no se encuentren en ninguno de los siguientes supuestos: 

1) No contar con antecedentes de denuncia, investigación y/o procesamiento y en su caso no 
haber sido condenado o sancionado mediante Resolución firme por violencia familiar y/o 
doméstica, o cualquier agresión de género en el ámbito privado o público. 

2) No contar con antecedentes de denuncia, investigación y/o procesamiento y en su caso no 
haber sido condenado, o sancionado mediante Resolución firme por delitos sexuales, contra 
la libertad sexual o la intimidad corporal y; 

3) No estar inscrito o tener registro vigente como persona deudora alimentaria morosa que 
atente contra las obligaciones alimentarias, salvo que acredite estar al corriente del pago o 
que cancele en su totalidad la deuda ante las instancias que así correspondan. 

De acuerdo con la justificación de los propios acuerdos en cita, el mecanismo “3 de 3 contra la 
violencia” busca elevar los estándares de la ética y responsabilidad pública, así como la 
generación de criterios de exigencia ciudadana hacia las autoridades, fortaleciendo así la 
consolidación de una cultura democrática y libre de todo tipo de violencia. 

TERCERO. REQUISITOS PARA ACCEDER A LA CIUDADANÍA. De acuerdo con el artículo 34 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son ciudadanos de la República los varones y 
mujeres que, teniendo la calidad de mexicanos, hayan cumplido 18 años y tengan un modo honesto 
de vivir. 

Al respecto, la Constitución Local señala lo siguiente: 

Artículo 13. Son ciudadanas y ciudadanos del Estado: 

I. Los zacatecanos que han cumplido dieciocho años y tienen un modo honesto de 
vivir; 

II. Los mexicanos vecinos del Estado, con residencia de por lo menos seis meses, 
incluyendo la residencia binacional y simultánea, en los términos y con los requisitos 
que establezca la ley; y  

III. Los mexicanos a quienes la Legislatura del Estado, con pleno conocimiento de 
causa, declare zacatecanos en virtud de haber prestado servicios de alta significación 
para el desarrollo material y cultural de la Entidad. 
 

Se trae a colación lo anterior, en virtud de que, en nuestro sistema jurídico, la calidad de ciudadano se 
encuentra estrechamente relacionada con el derecho para acceder a un cargo público, puesto que 
tanto en el artículo 35 de la Constitución Federal, como en su correlativo 14 de la Constitución Local, 
se señala que es un derecho de la ciudadanía el poder ser votada en condiciones de paridad para 
todos los cargos de elección popular. 
 
En correspondencia con esto último, en los artículos 53, 75 y 118 de la Constitución del Estado, se 
señala que para ser Diputado o Diputada, Gobernador o Gobernadora e integrante de los 
Ayuntamientos, respectivamente, debe contarse con la calidad de ciudadano o ciudadana, como un 
requisito de elegibilidad.  
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Lo anterior toma relevancia en virtud de que la propuesta “3 de 3 contra la Violencia” se vincula 
directamente como un mecanismo para corroborar si una persona efectivamente tiene un modo 
honesto de vivir y con ello la calidad de ciudadano o ciudadana.  
 

Esto bajo el razonamiento de que quienes cuentan  con antecedentes o registros de condena por 
conductas infractoras de violencia familiar o doméstica, delitos sexuales o morosidad alimentaria, no 
pueden considerarse como personas honestas en sentido estricto, de acuerdo con lo señalado por este 
movimiento o iniciativa. 

CUARTO. PRONUNCIAMIENTOS JURISDICCIONALES SOBRE EL MODO HONESTO DE VIVIR 
PARA ACREDITAR LA CIUDADANÍA. Dado que la implementación de la iniciativa 3 de 3 es un 
mecanismo que tiene impacto en la limitación de derechos fundamentales como lo es el derecho a ser 
votado o de acceso a un cargo público, bajo la justificación de la protección de otros derechos tutelados 
por la Constitución, esto ha generado controversias al respecto, sobre las cuales se han emitido 
pronunciamientos tanto del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como de la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Sobre la limitación relativa a los deudores alimentarios morosos podemos encontrar tres precedentes 
de amplia relevancia en las acciones de inconstitucionalidad 126/2021, 137/2021 y 98/2022, en las 
cuales se analizó la constitucionalidad de diversas normas que establecían este supuesto como 
impedimento para ejercer algunos cargos públicos en los estados de Hidalgo y Yucatán. 

En estos casos el Pleno de la Corte consideró que los asuntos debían estudiarse como una colisión 
entre dos derechos fundamentales, el derecho a la libertad de trabajo para acceder a un cargo público 
en igualdad de condiciones y el derecho a recibir alimentos, para lo cual se realizó un test de 
proporcionalidad. 

Es de explorado derecho que, para considerar que las limitaciones a algún derecho fundamental sean 
constitucionales, deben superar un test de proporcionalidad en sentido amplio, lo cual significa que la 
medida legislativa debe perseguir una finalidad constitucionalmente válida, debe lograr en algún grado 
la consecución de su fin, no debe limitar de manera innecesaria el derecho afectado, es decir, se debe 
verificar si existen o no medidas alternativas igualmente idóneas para lograr la finalidad constitucional, 
pero menos lesivas del derecho fundamental afectado y, por último, la medida debe ser proporcional, 
esto es que el grado de realización del fin perseguido debe ser mayor que el grado de afectación 
provocado por la medida4. 

Al respecto la Suprema Corte determinó que las normas que establecían tales restricciones eran 
constitucionalmente válidas en virtud de que perseguían un fin legítimo, dado que los alimentos se 
constituyen como un derecho humano contenido en la Constitución. Igualmente se consideró que era 
una norma idónea en virtud que permitía desincentivar el incumplimiento del pago de los alimentos y 
necesaria al analizarse a la luz del interés superior del menor. 

Finalmente, se consideró que la medida era proporcional en tanto no limita de manera absoluta el 
acceso al cargo, sino que solamente mientras persista la falta de pago de la pensión alimenticia. 

A su vez, al resolver la acción de inconstitucionalidad 98/2022 se señaló que el establecimiento de 
requisitos para acceder a cargos de elección popular se encuentra dentro del marco de libertad de 
configuración legislativa del que gozan las entidades federativas, con lo cual estas Comisiones 
coinciden a plenitud, puesto que la Constitución Federal no ha generado un régimen específico al 
respecto, con lo que se convierte en una facultad residual, a la luz del artículo 124 del mismo 
ordenamiento constitucional en el que se establece que las facultades que no están expresamente 
concedidas por esta Constitución a los  funcionarios federales, se entienden reservadas a los Estados 
o a la Ciudad de México, en los ámbitos de sus respectivas competencias. 

                                                           
4 Tesis 1a. CCLXIII/2016 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el rubro “TEST DE 
PROPORCIONALIDAD. METODOLOGÍA PARA ANALIZAR MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE INTERVENGAN CON UN DERECHO 
FUNDAMENTAL” 
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Considerando además que las citadas acciones de inconstitucionalidad fueron resueltas con una 
mayoría de nueve votos, lo que constituye jurisprudencia constitucional, los integrantes de estas 
Comisiones de dictamen estimamos que los citados precedentes constituyen un criterio que otorga 
sustento a la propuesta contenida en la iniciativa en estudio, por lo que es jurídicamente procedente. 

Por otro lado, al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 50/2022, promovida por la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos en contra de diversas normas contenidas en la Ley Electoral del 
Estado de Nuevo León, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se pronunció recientemente sobre 
los requisitos de elegibilidad consistentes en no haber sido sentenciado por los delitos de violencia 
política contra las mujeres en razón de género, violencia familiar, delitos sexuales. 

Nuestro Máximo Tribunal consideró que tales restricciones eran válidas con la aprobación mayoritaria 
de nueve votos, sin embargo en el estudio de este caso existieron precisiones que deben considerarse 
para que de igual forma sean impactadas en la modificación constitucional que se aborda en este 
dictamen. 

Al exponer el proyecto, la Ministra Ríos Farjat señaló que la limitación no es aplicable a las personas 
que ya hubieran cumplido la pena correspondiente, y que este tipo de restricciones pueden ser válidas 
siempre y cuando se interpreten en el sentido de que el impedimento se refiere necesariamente a una 
sentencia de condena definitiva y que prevalecerá solamente durante el tiempo en que se cumple la 
pena aplicada. 

Por otro lado, el Ministro Aguilar Morales mencionó que el proyecto lo era claro en el sentido de que 
esta restricción era aplicable mientras dure la compurgación de la pena que se haya aplicado, de tal 
manera que no se trata de una sanción ad perpetuam. 

Por su parte, en una opinión opuesta, el Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se pronunció en favor de la 
invalidez de estas normas, señalando que estas limitaciones resultan contrarias al derecho a la 
reinserción social y violatorias del derecho a ser votado en condiciones de igualdad, precisando que a 
su juicio no superaban un escrutinio estricto, es decir, un test de proporcionalidad. 

De tal forma, aunque existió una votación mayoritaria para determinar la validez de las normas que 
establecen estas restricciones en el Estado de Nuevo León, se trató de un proyecto en el que se 
señalaron las precisiones antes mencionadas y en la que dos de los ministros que votaron a favor del 
proyecto, se apartaron de diversas consideraciones, siendo estos el Ministro Gutiérrez Ortiz Mena y la 
Ministra Piña Hernández, mientras que el Ministro Laynez Potisek emitió su voto en contra, anunciando 
la emisión de un voto particular. 

Es así que si bien se cuenta con un precedente importante sobre la constitucionalidad de estos 
requisitos de elegibilidad, lo cierto es que debe tenerse claro que en este caso se precisó que tales 
restricciones solo eran aplicables mientras los sentenciados compurgaban sus penas, no como una 
limitación permanente, por lo que consideramos que en la redacción del cuerpo normativo que se 
propone adicionar, se haga la especificación correspondiente. 

Finalmente, en cuanto a la inelegibilidad para acceder a un cargo público por carecer de un modo 
honesto de vivir, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación emitió la 
Jurisprudencia 5/2022, que a la letra señala lo siguiente: 

INELEGIBILIDAD. PODRÍA ACTUALIZARSE CUANDO EN UNA SENTENCIA 
FIRME SE DETERMINA QUE UNA PERSONA CARECE DE MODO HONESTO DE 
VIVIR POR INCURRIR EN VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN 
RAZÓN DE GÉNERO.  

Hechos: Se canceló el registro de candidaturas porque habían sido declaradas 
infractoras por actos de violencia política en razón de género en contra de mujeres. 
Por lo tanto, se cuestionó el momento y la autoridad a partir de la que se puede tener 
por incumplido el requisito de elegibilidad de tener un modo honesto de vivir. 
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Criterio jurídico: Atendiendo a la legislación federal y local aplicable, el modo honesto 
de vivir, como requisito de elegibilidad, lo pueden perder temporalmente quienes 
aspiren a un cargo de elección popular cuando: 1. Se condene por delitos de violencia 
política en razón de género y esa condena se encuentre vigente; 2. Mediante 
sentencia firme emitida por un órgano jurisdiccional que acredite esa violencia y 
expresamente señale la pérdida del modo honesto de vivir y, en su caso, no se haya 
realizado el cumplimiento de la sentencia, exista reincidencia o circunstancias 
agravantes declaradas por la autoridad competente y, 3. Cuando la sentencia que 
declara la existencia de violencia política no se haya cumplido y mediante incidente la 
autoridad decrete la pérdida del modo honesto de vivir, tomando en cuenta si existió 
reincidencia o circunstancias agravantes y atendiendo a las características de cada 
caso. 

Justificación: De una interpretación sistemática y funcional del artículo 34 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de la línea 
jurisprudencial del Tribunal Electoral y de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
la expresión “modo honesto de vivir” implica que, quien aspire a contender a un cargo 
de elección popular debe respetar los principios del sistema democrático mexicano 
con el fin de cumplir con el requisito de elegibilidad, que incluye la prohibición de 
ejercer violencia política contra las mujeres en razón de género. Lo anterior, porque la 
realización de ese tipo de violencia vulnera los derechos fundamentales de las 
mujeres y los principios de representatividad y gobernabilidad. De ahí que, cuando 
una persona incurre en ese tipo de violencia, existe la posibilidad de que se le 
considere inelegible para el cargo al cual aspira. Para ello, es necesario que la 
correspondiente autoridad jurisdiccional electoral, mediante sentencia firme, decida si, 
conforme a las circunstancias del caso concreto, una persona perdió el modo honesto 
de vivir, como requisito de elegibilidad, por haber incurrido en ese tipo de violencia. 
Esto, con el fin de implementar acciones que garanticen la protección de las mujeres 
en contra de actos constitutivos de violencia política, para erradicar este tipo de 
conductas antisociales, además de establecer las medidas necesarias, suficientes y 
bastantes para garantizar los derechos político-electorales de la víctima. 

Séptima Época: 

Recurso de reconsideración. SUP-REC-531/2018 .—Recurrente: Juan García 
Arias.—Autoridad responsable.—Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, correspondiente a la Tercera Circunscripción Plurinominal, 
con sede en Xalapa, Veracruz.—30 de junio de 2018.—Unanimidad de votos de las 
magistradas y los magistrados Felipe de la Mata Pizaña, Felipe Alfredo Fuentes 
Barrera, quien emite voto razonado, Indalfer Infante Gonzales, Janine M. Otálora 
Malassis, Reyes Rodríguez Mondragón, Mónica Aralí Soto Fregoso y José Luis 
Vargas Valdez, quien emite voto razonado.—Ponente: Felipe de la Mata Pizaña.—
Secretarias.—Elizabeth Valderrama López, Roselia Bustillo Marín, Greysi Adriana 
Laisequilla, Araceli Yhalí Cruz Valle y Jesica Contreras Velázquez. 

Recurso de reconsideración. SUP-REC-405/2021  y acumulados.—Recurrentes: 
Movimiento Ciudadano y otras.—Autoridad responsable: Sala Regional del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, correspondiente a la Tercera 
Circunscripción Plurinominal, con sede en Xalapa, Veracruz.—2 de junio de 2021.—
Unanimidad de votos de las magistradas y los magistrados Felipe de la Mata Pizaña, 
Felipe Alfredo Fuentes Barrera, Indalfer Infante Gonzales, quien emite voto 
concurrente, Janine M. Otálora Malassis, Reyes Rodríguez Mondragón, Mónica Aralí 
Soto Fregoso y José Luis Vargas Valdez.—Ponentes: Janine M. Otálora Malassis, 
Reyes Rodríguez Mondragón y Mónica Aralí Soto Fregoso.—Secretarios: Alexandra 
Danielle Avena Koenigsberger, Rodolfo Arce Corral, José Alberto Montes de Oca 
Sánchez, Maribel Tatiana Reyes Pérez, Marcela Talamás Salazar y José Alfredo 
García Solís. 
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Recurso de apelación. SUP-RAP-138/2021  y acumulados.—Recurrentes: Morena y 
otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Nacional Electoral.—2 
de junio de 2021.—Unanimidad de votos de las magistradas y los magistrados Felipe 
de la Mata Pizaña, Felip   e Alfredo Fuentes Barrera, Indalfer Infante Gonzales, quien 
emite voto concurrente, Janine M. Otálora Malassis, Reyes Rodríguez Mondragón, 
Mónica Aralí Soto Fregoso y José Luis Vargas Valdez.—Ponente: Felipe de la Mata 
Pizaña.—Secretarios: Fernando Ramírez Barrios, Karem Rojo García, Cruz Lucero 
Martínez Peña y German Vásquez Pacheco. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el cinco de octubre de dos mil veintidós, 
aprobó por unanimidad de votos, con la ausencia de la Magistrada Janine M. Otálora 
Malassis y del Magistrado Presidente Reyes Rodríguez Mondragón, la jurisprudencia 
que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Pendiente de publicación en la Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Tal como puede observarse, el criterio jurisdiccional antes transcrito es claro al precisar que una 
persona carece de un modo honesto de vivir al acreditarse que ejerció un acto de violencia política 
contra las mujeres en razón de género, precisando que esta limitación será temporal, atendiendo a la 
vigencia de la sanción. 
 
En consecuencia, consideramos que igualmente este pronunciamiento jurisdiccional constituye un 
sustento jurídico para la aprobación de la propuesta contenida en la iniciativa en estudio, por lo que las 
Comisiones dictaminadoras consideraron procedentes las adiciones planteadas en cuanto la limitación 
para acceder a cargos de elección popular cuando el sentenciado se encuentre en el cumplimiento de 
una sanción por violencia política en razón de género. 
 
QUINTO. EJERCICIO DE PARLAMENTO ABIERTO SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA 
INICIATIVA “3 DE 3 CONTRA LA VIOLENCIA” EN EL ESTADO DE ZACATECAS. En fecha 16 de 
noviembre de 2022, las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Parlamento Abierto de 
esta LXIV Legislatura del Estado de Zacatecas, realizaron un Foro de Consulta sobre la iniciativa que 
se aborda en el presente. 
 
Posteriormente, en fecha 20 de enero de 2023 mediante oficio CLPA/UST/LXIV/17/2023 signado por 
la Diputada Maribel Galván Jiménez, Presidenta de la Comisión de Parlamento Abierto, se remitió a la 
presidencia de la Comisión de Puntos Constitucionales un documento consistente en la relatoría y 
conclusiones del Foro antes mencionado, para su consideración en el análisis, estudio y dictaminación 
de la iniciativa, mismo que se anexa de forma integral al expediente. 
 
Es de destacarse que en el Foro de Consulta se contó con la asistencia de las Diputadas Maribel 
Galván Jiménez y Priscila Benítez Sánchez, Presidenta y Secretaria de la Comisión de Parlamento 
Abierto de la LXIV Legislatura de Zacatecas, respectivamente, así como con la participación de la 
Diputada Imelda Mauricio Esparza, Presidenta de la Comisión de Igualdad de Género. 
 
Así mismo, asistieron como invitadas la Mtra. Yasmín Reveles Pasillas, Consejera Electoral y 
Presidenta de la Comisión de Paridad de Género del Instituto Electoral del Estado de Zacatecas y la 
Maestra Rosalinda Álvarez Mercado, Fiscal Especializada en atención de Delitos Electorales de la 
Fiscalía General de Justicia del Estado de Zacatecas, quienes participaron con comentarios y opiniones 
sobre la iniciativa “3 de 3 contra la violencia”. 
 
De acuerdo con la relatoría remitida a la Comisión de Puntos Constitucionales, del Foro de Consulta 
se desprendieron las siguientes conclusiones: 
 

“1. Sin lugar a duda lo más destacado fue la participación de las funcionarias relacionadas con la 
aplicación de la norma y la construcción de igualdad sustantiva en materia electoral. 
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2. Las posturas fueron coincidentes en que la propuesta de reforma no vulnera el marco 
constitucional en tanto que se adapta al derecho comparado internacional y, solo con la salvedad 
expuesta por la Maestra Yasmín Reveles Pasillas la prudencia, pertinencia y objetividad de la 
reforma se justifica completamente al salvaguardar las acciones afirmativas en materia de equidad 
e igualdad sustantiva que por muchos años se ha pugnado en distintos ámbitos. 
 
3. La fiscalía especializada en delitos electorales por conducto de su titular, enfatizó la pertinencia 
de la reforma y los alcances que se lograrían en la esfera nacional, colocando a nuestra entidad 
en el marco del respeto a los derechos humanos de las mujeres.” 

 
Con lo anterior, se da cumplimiento a lo ordenado en el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de Zacatecas, en el que se establece el principio de Parlamento Abierto y se 
precisa que la Legislatura promoverá la implementación de estas prácticas, basada en los principios 
de transparencia, rendición de cuentas y participación ciudadana, por lo que se considera que el 
estudio y análisis de esta iniciativa se encuentra debidamente socializado y se ha allegado de la opinión 
técnica de especialistas en la materia que contribuyeron de manera destacada al desarrollo del 
presente dictamen. 

SEXTO. IMPACTO PRESUPUESTARIO. Las Comisiones de dictamen estimaron que se atiende lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley de Austeridad, Disciplina y Responsabilidad Financiera del Estado 
de Zacatecas y sus Municipios, en razón de lo siguiente. 

La modificación constitucional en estudio tiene como propósito establecer como requisito de 
elegibilidad para los cargos de elección popular que las y los aspirantes no cuenten  con antecedentes 
o registros de condena por conductas infractoras de violencia familiar o doméstica, delitos sexuales o 
morosidad alimentaria; lo cual se ejecutará a través de acciones que lleve a cabo el Instituto Electoral 
del Estado de Zacatecas en la etapa preliminar del proceso electoral, específicamente en el registro 
de candidaturas y que, a su vez, será un requisito que deberán verificar los partidos políticos al 
momento de seleccionar a sus aspirantes.  

Considerando que lo anterior es una práctica que se lleva a cabo formalmente desde el proceso 
electoral 2020-2021 derivado de acciones afirmativas implementadas por el Instituto Nacional Electoral 
y los Organismos Públicos Locales Electorales, la presente modificación constitucional no implica ni 
propone crear nuevas estructuras administrativas, ni tampoco se incrementa o disminuye algún 
capítulo del gasto, sino que únicamente sientan las bases constitucionales para la aplicación de la 
iniciativa “3 de 3 contra la violencia”. 

En ese sentido, puesto que la revisión de requisitos de elegibilidad es un procedimiento que las 
autoridades electorales realizan en su labor ordinaria, la incorporación de la presente propuesta al 
marco jurídico estatal no implica un aumento de recursos humanos, materiales o financieros 
adicionales a los que actualmente tienen los órganos aplicadores de la norma. 

 
En ese tenor, estimando que el espíritu y efectos del impacto presupuestario consiste en lograr que la 
aprobación y ejecución de nuevas obligaciones financieras derivadas de la legislación local, se 
realicen en el marco del principio de balance presupuestario sostenible, el cuerpo dictaminador es de 
la opinión de que la presente reforma cumple con el citado principio, al no generar un compromiso 
económico que supere los ingresos asignados para las instituciones que se involucran en el 
cumplimiento de los objetivos de este instrumento. 
 
SÉPTIMO. CÓMPUTO DE ACTAS. En sesión ordinaria celebrada el día 6 de junio de 2023, 
correspondiente al Segundo Período de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de esta 
Honorable LXIV Legislatura del Estado, la Mesa Directiva dio a conocer al Pleno, la recepción de Actas 
de Sesiones de Cabildo de los Ayuntamientos en los términos del siguiente apartado: 
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 12 Ayuntamientos han aprobados dicha Minuta y remitido la certificación respectiva, a 
decir, los Ayuntamientos de los municipios de: Atolinga, Cuauhtémoc, General Francisco R. 
Murguía, Guadalupe, Jalpa, Jerez, Jiménez del Teul, Mezquital del Oro, Morelos, Valparaíso, 
Villa de Cos y Zacatecas. 
 

 El municipio de Trancoso con voto en contra. 
 

 Por otra parte de los 45 Ayuntamientos restantes, 34 no han remitido constancia alguna 
hasta el momento, no obstante que les ha vencido el plazo y 6 presentaron fuera de tiempo. 
cumpliendo con ello el supuesto que al efecto señala nuestra propia Constitución local en el 
artículo 164, tercer párrafo. 

 
Con lo anterior, se da cabal cumplimento de manera íntegra al contenido del artículo 164 de la 
Constitución Política del Estado; y en consecuencia, procede la expedición del Decreto 
correspondiente, conforme a lo establecido en el artículo 165 del Ordenamiento antes invocado. 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo además en lo dispuesto en los artículos 
152 y 153 del Reglamento General del Poder Legislativo, en nombre del Pueblo es de Decretarse 
y se 

DECRETA 
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se adicionan las fracciones X, XI y XII al artículo 53; se adicionan las fracciones 
IX, X y XI al artículo 75; y se adicionan los incisos k), l), m) a la fracción III del artículo 118, todos de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Zacatecas, para quedar como sigue: 
 
Artículo 53. … 
 
I. a la IX. 
 
X. No estar cumpliendo una condena por violencia familiar, política o cualquier agresión 
de género en el ámbito privado o público; 
 
XI. No estar cumpliendo una condena por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la 
intimidad corporal; y 
 
XII. No estar inscrito o tener registro vigente como persona deudora alimentaria morosa 
que atente contra las obligaciones alimentarias, ya sea en el Estado de Zacatecas o en cualquier 
otra entidad, salvo que acredite estar al corriente del pago. 
 
Artículo 75. … 
 
I. a la VIII.  
 
IX. No estar cumpliendo una condena por violencia familiar, política o cualquier  agresión  
de género en el ámbito privado o público. 
 
X. No estar cumpliendo una condena por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la 
intimidad corporal; y 
 
XI. No estar inscrito o tener registro vigente como persona deudora alimentaria morosa 
que atente contra las obligaciones alimentarias, ya sea en el  Estado  de  Zacatecas  o  en  
cualquier otra entidad, salvo que acredite estar al corriente del pago. 
 
Artículo 118. … 
I. a la II. 
 
III. ... 
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a) a la j). 
 
k) No estar cumpliendo una condena por violencia familiar, política o cualquier agresión 
de género en el ámbito privado o público; 
 
l) No estar cumpliendo una condena por delitos sexuales, contra la libertad sexual o la 
intimidad corporal y; 
 
m) No estar inscrito o tener registro vigente como persona deudora alimentaria morosa 
que atente contra las obligaciones alimentarias, ya sea en el Estado de Zacatecas o en cualquier 
otra entidad, salvo que acredite estar al corriente del pago. 
 

TRANSITORIOS 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al de su publicación en el 
Periódico Oficial Órgano de Gobierno del Estado. 
 
Segundo. El Instituto Electoral del Estado de Zacatecas deberá realizar las adecuaciones necesarias 
a su normatividad para dar cumplimiento al presente Decreto, a efecto de que sean aplicables a partir 
del proceso electoral ordinario local 2023-2024. 
 
COMUNÍQUESE AL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA SU PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN. 
 
DADO en la Sala de Sesiones de la Honorable Sexagésima Cuarta Legislatura del Estado de 
Zacatecas, a los seis días del mes de junio del año dos mil veintitrés. DIPUTADA PRESIDENTA.-
MARTHA ELENA RODRÍGUEZ CAMARILLO. DIPUTADA SECRETARIA.- GABRIELA 
MONSERRAT BASURTO ÁVILA. DIPUTADO SECRETARIO.- GERARDO PINEDO SANTA CRUZ. 
Rúbricas. 
 
Y para que llegue al conocimiento de todos y se le dé el debido cumplimiento, mando se imprima, 
publique y circule. 
 
Dado en el Despacho del poder Ejecutivo del Estado, a los diecinueve días del mes de junio del año 
dos mil veintitrés. GOBERNADOR DEL ESTADO.- DAVID MONREAL AVILA. SECRETARIO 
GENERAL DE GOBIERNO.- RODRIGO REYES MUGÜERZA. Rúbricas. 
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